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Proyecto de Observación general n.º 38 sobre el derecho a la libertad de asociación

Comentarios de Andrea Bolaños Vargas, Relatora Especial de Naciones Unidas sobre la situación de personas defensoras de derechos humanos

A continuación, la Relatora Especial Andrea Bolaños Vargas se permite presentar diez sugerencias para integrar y fortalecer el proyecto de Observación General núm. 38 sobre el derecho a la libertad de asociación, junto con su correspondiente fundamentación jurídica, con el fin de reflejar la interrelación entre la libertad de asociación y el derecho a defender los derechos humanos.

Como comentario general, para la versión en español, se recomienda el uso de lenguaje inclusivo, por ejemplo, al hacer referencia de las personas defensoras. Ver párrafos 9, 32 y 44.

Apartado I Observaciones generales

COMENTARIO 1 – EL DERECHO A DEFENDER DERECHOS COMO DERECHO AUTÓNOMO: Con relación al derecho a defender derechos humanos la Corte Interamericana de derechos humanos (en adelante CorteIDH), aplicando el principio de interpretación evolutiva en coherencia con las reglas de interpretación de la Convención Americana (Articulo 29) y la Convención de Viena, lo ha reconocido desde 2023 como un derecho autónomo. Esto es porque la CorteIDH considera que el derecho a defender derechos puede ser vulnerado “más allá de la conculcación de determinados derechos” refiriéndose a el derecho a la vida, la libertad de asociación, la libertad de reunión, a las garantías judiciales entre otros y “sin que necesariamente todos estos se declaren violados en un asunto concreto” (Corte IDH, Caso  José Alvear Restrepo vs. Colombia, párr. 977). Teniendo esto presente me permito hacer los siguientes aportes:

Aclaración acciones propuestas 1, 2 y 3: Esta interrelación es precisamente lo que fundamenta la autonomía del derecho a defender los derechos humanos. Como ha señalado la jurisprudencia, la protección de las Personas Defensoras de derechos humanos (en adelante PDDH) no se agota en el análisis fragmentado de cada derecho violado. La esencia de la vulneración "radica precisamente en los efectos desproporcionados que resultan de la intersección de transgresiones que se entrelazan y amplifican" (Corte IDH, Caso González Méndez y Otros Vs. México, párr. 71). Por lo tanto, el Comentario General podría ganar contundencia al señalar que cuando se restringe la asociación de una PDDH, no se está solamente limitando el artículo 22 del Pacto, sino que se está atacando un complejo de derechos cuyo ejercicio conjunto constituye el "derecho a defender derechos". (Corte IDH, Caso González Méndez y Otros Vs. México, párr. 47).

Párrafo 1. La "garantía de la libertad de asociación" mencionada es, para las personas defensoras de derecho humanos y las OSC defensoras de derechos humanos, sinónimo de la garantía de un "entorno seguro y propicio" para su labor, un concepto central en la protección de defensores (Corte IDH, Caso Escaleras Mejía y Otros Vs. Honduras, párr. 58 y 60).

Párrafo 2:  Interrelación e interdependencia de la libertad de asociación con otros derechos como la libertad de expresión, reunión y participación en asuntos públicos.

PROPUESTA DE MODIFICACIÓN 1 – Párrafo 2: Adicionar en el párr. 2 lo siguiente (en azul):

2. [… ]La plena realización del derecho a la libertad de asociación es igualmente fundamental para el disfrute, el ejercicio y la puesta en práctica del derecho a la libre determinación, incluidos los derechos sobre la tierra, la participación efectiva en los asuntos públicos y la participación efectiva de los pueblos indígenas y las minorías en los asuntos públicos y, en particular, en las decisiones que les afectan (arts. 1, 25 y 27). Es así mismo un derecho habilitante para el disfrute del derecho a defender derechos.[footnoteRef:1] [1:  Declaración de Naciones Unidas sobre personas defensoras de derechos humanos, art. 5; y Corte IDH, Caso  José Alvear Restrepo vs. Colombia, párr. 975.] 


PROPUESTA DE MODIFICACIÓN 2: Adicionar, entre los párrafos 3 y 4 el siguiente: 

X. El derecho a la libertad de asociación constituye en sí mismo un elemento fundamental para la existencia de un entorno seguro y propicio para el ejercicio del derecho a defender los derechos humanos.[footnoteRef:2] La existencia de restricciones arbitrarias a este derecho afecta la posibilidad de las personas y colectivos para defender, promover, procurar la protección y realización de los derechos humanos.[footnoteRef:3] [2:  Corte IDH, Caso Escaleras Mejía y Otros Vs. Honduras, párr. 58 y 60; y Corte IDH, Caso  José Alvear Restrepo vs. Colombia, párr. 477.]  [3:  Corte IDH, Caso  José Alvear Restrepo vs. Colombia, párr. 477, 972, 975 y 979.] 


En el párrafo 10. El derecho a la libertad de asociación implica acciones que pueden considerarse controversiales, incluyendo entre otras actividades de derechos humanos. Las restricciones cometidas sobre a la libertad de asociación se manifiestan en violaciones o vulneraciones al derecho a defender derechos lo que constituye un primer indicador de retrocesos más amplios en el Estado de derecho y la democracia (United Nations Guidance Note, Protection and Promotion of Civic Space, September 2020, section 2.). 

PROPUESTA DE MODIFICACIÓN 3 – Párrafo 10: Sumar el derecho a defender derechos así (en rojo):

10. […] Los ataques y las violaciones del derecho a la libertad de asociación obstaculizan el ejercicio del derecho a defender derechos de todas las personas y colectivos, incluyendo grupos minoritarios o de las personas o comunidades marginadas son, por lo tanto, un barómetro crucial de una represión más amplia de los derechos humanos, el Estado de derecho y la democracia.[footnoteRef:4] [4: 		United Nations Guidance Note, Protection and P2omotion of Civic Space, September 2020, page 3 and 8.] 


COMENTARIO 2: Con relación al derecho a defender derechos humanos, reconocido como un derecho autónomo por la CorteIDH y su relación con el derecho de asociación me permito recomendar:

Aclaración acción propuesta 4: Si bien, este es el punto de anclaje más importante para un enfoque de género e interseccional, es posible profundizar en análisis del impacto agravado: Las defensoras de derechos humanos no solo enfrentan los mismos riesgos que sus pares masculinos, sino que además son objeto de ataques específicos basados en su género, como la violencia sexual, campañas de difamación centradas en su vida privada o moral, y amenazas contra sus familias, con el fin de castigarlas por desafiar roles de género tradicionales (Corte IDH, Caso González Méndez y Otros Vs. México, párr. 70, citando Informe CIDH). Como señala la doctrina, estas defensoras están en mayor riesgo porque "se les percibe que cuestionan las normas socioculturales, tradiciones, percepciones y estereotipos". Por ello, cualquier política de protección o fomento del derecho de asociación debe incorporar obligatoriamente un análisis de riesgo con enfoque de género e interseccional, que reconozca y mitigue estas vulnerabilidades específicas, tal como lo exige la Corte IDH al ordenar la creación de programas de protección (Corte IDH, Caso Pérez Lucas y Otros Vs. Guatemala, párr. c).

Párrafo 9: Este párrafo reconoce el impacto diferenciado y agravado de las restricciones sobre grupos específicos, mencionando explícitamente a "defensoras de los derechos humanos", "defensores de los derechos ambientales y de la tierra" y pueblos indígenas.

PROPUESTA DE MODIFICACIÓN 4– Párrafo 9:  En el párrafo 9 se recomienda sumar:
Por lo tanto, el derecho a la libertad de asociación debe interpretarse y aplicarse teniendo en cuenta las barreras estructurales y entrecruzadas que podrían obstaculizar la realización concreta y efectiva de ese derecho para esas personas, grupos y comunidades, reconociendo y mitigando estas condiciones de vulnerabilidad específicas.[footnoteRef:5] [5:  Corte IDH, Caso Pérez Lucas y Otros Vs. Guatemala, párr. c; y Corte IDH, Caso González Méndez y Otros Vs. México, párr. 70.] 


COMENTARIO 3: Las restricciones a la libertad de asociación tienen diversos impactos en el derecho a defender derechos humanos, siendo éstas parte de las estrategias deliberadas para limitarlo.

Aclaración acciones propuestas 5 y 6: Las restricciones a la libertad de asociación, incluidas las derivadas del uso de las nuevas tecnologías, tienen un impacto que trasciende el ejercicio de este derecho de manera aislada. Al afectar la capacidad de las asociaciones y de las personas defensoras para organizarse, colaborar, documentar violaciones, movilizarse y participar en los asuntos públicos, estas restricciones debilitan el espacio cívico en su conjunto y limitan el ejercicio efectivo del derecho a defender los derechos humanos. La propuesta refleja la evolución de los estándares internacionales, que reconocen cada vez con mayor claridad que la protección de la libertad de asociación en el entorno digital constituye un elemento esencial para garantizar un entorno seguro y propicio para la defensa de los derechos humanos (Informe A/HRC/62/45 (2026) párrs. 50, 58 y 109).

Párrafo 11. Las PDDH son un objetivo prioritario de estas tácticas. La vigilancia digital a través de spyware, los ataques de desinformación coordinados en redes sociales y la persecución transfronteriza a través de medios digitales son herramientas sistemáticamente empleadas para silenciar a las personas defensoras. La obligación del Estado no se limita a abstenerse de realizar estas acciones, sino que, en virtud de su obligación positiva, debe activamente proteger a las PDDH de estas amenazas, incluso cuando provienen de actores privados o de terceros Estados, e investigar y sancionar su uso.

PROPUESTA DE MODIFICACIÓN 5 – Párrafo 11:  En el párrafo 11 se recomienda sumar:

11.	[…] La sociedad civil digital y la acción cívica digital se han convertido en una herramienta importante para las personas y las asociaciones y particularmente para el ejercicio del derecho a defender derechos.[footnoteRef:6] Sin embargo, al mismo tiempo, las nuevas tecnologías pueden utilizarse para obstaculizar y socavar el ejercicio y la plena realización del derecho a la libertad de asociación. Por ejemplo, la vigilancia digital, los cortes de Internet, la falta de acceso a herramientas digitales, la represión transnacional en línea y la supervisión indebidamente restrictiva de las redes sociales y los sitios web tienen un efecto disuasorio sobre el ejercicio de la libertad de asociación y de forma más amplia sobre la posibilidad de los individuos y la sociedad en su conjunto de ejercer su derecho a defender derechos humanos.[footnoteRef:7] [6:  Relatora Especial sobre los derechos a la libertad de reunión pacífica y de asociación
Informe A/HRC/62/45 (2026), párr.50]  [7:  Relatora Especial sobre los derechos a la libertad de reunión pacífica y de asociación
Informe A/HRC/62/45 (2026), párr.58 y 109.] 


II.	Ámbito de aplicación de la libertad de asociación (art. 22 (1))

PROPUESTA DE MODIFICACIÓN 6 – Párrafo 14:  En el párrafo 14 se recomienda sumar:

14.	El artículo 22, apartado 1, abarca todo el ciclo de vida de una asociación, incluido el derecho a disolverla cuando sus miembros consideren que no redunda en su interés continuar con ella. El derecho a la libertad de asociación no solo garantiza la formación de asociaciones, sino también el derecho de dichas asociaciones a llevar a cabo sus actividades libremente. Por ejemplo, abarca el derecho a recabar, recibir y utilizar fondos y otros recursos materiales, incluidos los procedentes de fuera del Estado parte, sin el riesgo de ser tildado de «agente extranjero» o de amenaza para la seguridad nacional. Con frecuencia, este tipo de ataques están encaminados a estigmatizar y criminalizar a personas defensoras y por tanto penalizar y tener un efecto disuasorio sobre el ejercicio del derecho a defender derechos humanos restringiendo gravemente el espacio cívico.[footnoteRef:8] También abarca el derecho de la asociación a documentar, conservar y tener acceso a sus propios archivos. [8:  Relatora Especial sobre los derechos a la libertad de reunión pacífica y de asociación, Informe A/HRC/62/45 (2026), párr.58 y 109; Corte IDH, Caso  José Alvear Restrepo vs. Colombia, párr. 477 y Distintos procedimientos regionales y de Naciones Unidas, Declaración conjunta sobre la protección de los derechos a la libertad de reunión pacífica y de asociación frente a la criminalización en medio de la intensificación amenazas existenciales (19 diciembre 2025).
y 972.] 


IV.	Obligaciones negativas y positivas de los Estados Partes

Aclaración acción propuesta 7: Esta lista debe ser presentada no como un catálogo de violaciones genéricas, sino como un manual de tácticas de persecución contra las PDDH y los colectivos que trabajan de manera conjunta, coordinada o articulada en la promoción o protección de derechos humanos. Cada uno de los puntos mencionados —denegación de personería jurídica, vigilancia ilegal, prohibiciones de viajar, acoso administrativo y fiscal, y el uso de demandas SLAPP— corresponde a patrones documentados de hostigamiento contra defensores y sus organizaciones. El Comentario General ganaría en contundencia si enmarcara esta lista explícitamente en el contexto de la protección de PDDH, reconociéndolas como las víctimas primarias de estas prácticas.

Párrafo 30: Enumera una serie de medidas prohibidas, como la denegación de registro, la vigilancia, las represalias y el uso de "litigios estratégicos contra la participación pública (demandas SLAPP)".

PROPUESTA DE MODIFICACIÓN 7 – Párrafo 30:  En el párrafo 30 se recomienda sumar:

30.	Aplicada al derecho a la libertad de asociación, la obligación de respetar significa que los Estados Partes deben abstenerse de restringir el derecho de jure o de facto de una manera que sea incompatible con el artículo 22, apartado 2 (véase la sección V más adelante). El Comité observa con especial preocupación que el siguiente catálogo de medidas prohibidas se corresponde con los patrones de hostigamiento y criminalización sistemáticamente empleados por algunos Estados para reprimir a las personas, organizaciones, colectivos y comunidades defensoras de derechos humanos. […] Tales medidas impiden la plena realización del derecho y pueden tener un efecto disuasorio sobre su ejercicio, así como en el ejercicio del derecho a defender derechos humanos.  

Aclaración acciones propuestas 8, 9 y 10: Esta es una obligación importante para las PDDH. A menudo, la criminalización o incluso la violencia física contra una persona defensora viene precedida de una campaña de estigmatización y deslegitimación por parte de funcionarios públicos, medios de comunicación afines al gobierno o actores privados. La obligación del Estado no es de mera neutralidad; debe activamente reconocer de manera pública y al más alto nivel la legitimidad y la importancia de la labor de defensa de los derechos humanos. Esto implica que los altos funcionarios deben abstenerse de discursos que pongan en riesgo a las PDDH y, además, deben condenar públicamente las campañas de difamación en su contra, contribuyendo así a la creación de un "entorno propicio" que vaya más allá de lo meramente normativo.

Párrafo 35: Se establece la obligación positiva de los Estados de hacer frente a "narrativas hostiles" contra las asociaciones.

PROPUESTA DE MODIFICACIÓN 8 – Párrafo 35:  En el párrafo 35 se recomienda sumar:

35.	[…] Esto es especialmente cierto cuando las asociaciones se centran en cuestiones que la mayoría de la población o el Gobierno consideran controvertidas o delicadas,[footnoteRef:9] como las cuestiones de género, los derechos de los migrantes, la corrupción, los proyectos empresariales en el contexto de las industrias extractivas, los opositores a proyectos de desarrollo económico o megaproyectos u otras cuestiones de oposición política. En el caso de personas, organizaciones, colectivos o comunidades defensoras de derechos humanos el deber de los Estados involucra también: reconocer y afirmar la relevancia de su labor en una sociedad democrática;[footnoteRef:10] de abstenerse de realizar declaraciones que estigmaticen a las personas y organizaciones defensoras de derechos humanos; y el deber de condenar enérgica y públicamente cualquier narrativa hostil que las ponga en riesgo.[footnoteRef:11] [9: 		Lee y otros c. la República de Corea, párr. 7.4; y Romanovsky c. Belarús, párr. 7.2. Véase también CCPR/C/BDI/CO/3, párrs. 41 y 42.]  [10:  Corte IDH, Caso  José Alvear Restrepo vs. Colombia, párr. 979 (i); y Corte IDH, OC-32/25, párr. 566]  [11:  Corte IDH, Caso  José Alvear Restrepo vs. Colombia, párr. 979 (i); y Corte IDH, OC-32/25, párr. 566.] 


PROPUESTA DE MODIFICACIÓN 9: Párrafos 39 y 40, se recomienda incluir el siguiente párrafo entre ellos:

X. En el caso de personas defensoras, colectivos, organizaciones o comunidades de derechos humanos los estándares de internacionales reconocen una obligación reforzada de debida diligencia en la investigación y esclarecimiento de hechos que puedan suponer ataques, amenazas e intimidaciones en el desarrollo de sus labores de defensa de derechos.[footnoteRef:12] Esto incluye aquellas limitaciones que puedan derivarse de restricciones al derecho de la libertad de asociación y que afecten al derecho a defender derechos. [12:  Corte IDH, Caso  José Alvear Restrepo vs. Colombia, párr. 979; y Corte IDH, OC-32/25, párr. 566; Corte IDH, Caso González Méndez y Otros Vs. México*, párr. 71; y Corte IDH, Caso Pérez Lucas y Otros Vs. Guatemala, párr. a] 


Párrafo 43: Menciona el abuso e instrumentalización de leyes penales para la criminalización de individuos y colectivos.

PROPUESTA DE MODIFICACIÓN 10 – Párrafo 43:  En el párrafo 43 se recomienda sumar:

43.	[…] Del mismo modo, la práctica de designar a personas y organizaciones como «terroristas» con el fin de imponerles prohibiciones de viaje o sanciones financieras, incluida la congelación de activos, debe cumplir estrictos requisitos de legalidad, especialmente en lo que respecta a la claridad, precisión y accesibilidad de los criterios, y debe ir acompañada de garantías judiciales que cumplan con los artículos 2 (3) y 14 del Pacto. La instrumentalización de los tipos penales es una metodología usada con frecuencia para perseguir la labor de personas, colectivos, organizaciones y comunidades defensoras de derechos humanos.[footnoteRef:13]  [13:  Relatora Especial de la ONU sobre personas defensoras de derechos humanos, /HRC/49/49
,párras.61, 114 y A/77/178 párrs. 38, 40 y 92] 
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